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LXI

LEGISLATURA

H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA




Congreso del Estado Independiente, 
Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza

Iniciativa con proyecto de Decreto para adicionar un párrafo final al Artículo 67 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Con el objeto de establecer la obligación del Congreso del Estado de comunicar a los Ayuntamientos la expedición, abrogación o modificación de cuerpos normativos o disposiciones legales que contengan obligaciones, facultades o competencias en materia municipal. 

Planteada por la Diputada Elisa Catalina Villalobos Hernández, del Grupo Parlamentario “Presidente Benito Juárez García”, del  Partido Movimiento de Regeneración Nacional.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 26 de Junio de 2018.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Lectura del Dictamen: 20 de Marzo de 2019.
Lectura de la Declaratoria: 06 de Noviembre de 2019.
Decreto No. 386
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 98 - 06 de Diciembre de 2019.

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE PRESENTA LA DIPUTADA ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO PRESIDENTE BENITO JUÁREZ GARCÍA, DEL  PARTIDO MOVIMIENTO DE REGENERACIÓN NACIONAL (MORENA), PARA ADICIONAR UN PÁRRAFO FINAL AL ARTÍCULO 67 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, CON EL OBJETO DE ESTABLECER LA OBLIGACIÓN DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COMUNICAR A LOS AYUNTAMIENTOS  LA EXPEDICIÓN, ABROGACIÓN O MODIFICACIÓN DE CUERPOS NORMATIVOS O DISPOSICIONES LEGALES QUE CONTENGAN OBLIGACIONES, FACULTADES O COMPETENCIAS EN MATERIA MUNICIPAL. 

Honorable Asamblea Legislativa:

Con fundamento en el artículo 196, fracción I, de la Constitución Política del Estado, la suscrita, DIPUTADA ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNÁNDEZ, del Grupo Parlamentario Presidente Benito Juárez García, del Partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA), respetuosamente comparezco para presentar Iniciativa con Proyecto de Decreto, para adicionar un párrafo final al artículo 67 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, sustentando mi Iniciativa al tenor de la siguiente

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

En 2001, el Congreso del Estado de Coahuila, realizó una amplia y profunda reforma para integrar, en nuestra Constitución, las modificaciones en materia municipal que se efectuaron en el artículo 115 de la Constitución Federal.

Derivado de esta reforma se adicionaron los artículos 158-A al 158-W, para reproducir, casi por completo, todo el texto del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En un ánimo municipalista, el Constituyente Permanente Local, dispuso, en el artículo 60 de la Constitución, párrafos tercero y cuarto, la garantía de que, cualquier iniciativa de ley o decreto en materia municipal, debería ser enviada, inmediatamente a los Ayuntamientos, para los efectos de escuchar su opinión.

Esto es, se dispuso que, tratándose del trámite legislativo de cualquier iniciativa en materia municipal, los Ayuntamientos tendrían la oportunidad de manifestar su opinión, antes de que tal iniciativa fuera votada por el Congreso.

Los párrafos aludidos fueron redactados y aprobados en los siguientes términos:

“Cuando se trate de una iniciativa de ley o decreto en materia municipal, el Presidente del Congreso inmediatamente la enviará al Ayuntamiento o Ayuntamientos respectivos para oír su opinión, que deberán emitir y entregar al Congreso del Estado dentro de los siete días naturales siguientes a la fecha en que la reciban, sin perjuicio de realizar el turno que corresponda. Vencido el plazo señalado, con o sin opinión de los Ayuntamientos, se continuará con el trámite legislativo.”

“En este caso, el envío será a todos los Ayuntamientos cuando se trate de una ley o decreto que tenga aplicación en todos los municipios, pero cuando se trate de una ley o decreto que sólo tenga aplicación en algún o algunos municipios, el envío únicamente se realizará al Ayuntamiento o Ayuntamientos involucrados. Será innecesario el envío de la ley o decreto al Ayuntamiento que inicio el proceso legislativo.”

Como puede observarse, la disposición planteada en la reforma constitucional de 2001, otorgaba una garantía de opinión a los Ayuntamientos para que tuviesen la oportunidad de pronunciarse, a favor o en contra de la iniciativa de ley o decreto.

Tal garantía no perjudicaba, en modo alguno, el proceso legislativo pues quedaba claro que la iniciativa de ley o decreto, una vez presentada, sería turnada a las comisiones competentes para su estudio y dictamen. 

El tiempo tampoco resultaba excesivo, pues una vez recibida la iniciativa por los Ayuntamientos, contarían con siete días naturales para emitir y entregar al Congreso su opinión.

Aún más, vencido el plazo de siete días naturales, con o sin la opinión de los Ayuntamientos, el trámite legislativo continuaría y el dictamen de la iniciativa, en su caso, podría ser aprobado.

Sin embargo, la garantía establecida a favor de los Ayuntamientos de la entidad, fue eliminada por la anterior Legislatura.

En efecto, en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, de fecha 2 de diciembre de 2016, se publicó la reforma a los artículos 60 y 196, fracciones I y II de la Constitución Política del Estado de Coahuila.

La iniciativa fue presentada por el Diputado José María Fraustro Siller, el 28 de junio de 2016 y el dictamen fue aprobado, por unanimidad, en la sesión del Congreso del Estado de fecha 14 de septiembre del mismo año. 

Ahora bien, la reforma tenía como propósito reducir el tiempo del trámite legislativo para las reformas constitucionales, eliminando la segunda lectura, tanto de la iniciativa como del dictamen respectivo. Estimo que, en ese aspecto, la reforma fue correcta.

No obstante, se eliminó una disposición que nada tiene que ver con las reformas constitucionales, eliminándose una garantía establecida a favor de los Ayuntamientos.

Para justificar lo anterior, en la iniciativa del Diputado Fraustro Siller se lee:

“Aunado a lo anterior, en algunas ocasiones solicitar la opinión de los ayuntamientos en el proceso legislativo en materia municipal, retrasa la aplicación de normas que en atención a la dinámica actual en muchos de los casos son de urgente aplicación, además de que el trámite legislativo continua una vez transcurrido el plazo, con o sin la opinión de los ayuntamientos, máxime que éstos cuentan con un medio de impugnación que les permite objetar la ley aprobada, aún y cuando contravenga la opinión que previamente habían emitido.”

No entraré en detalles sobre la afirmación anterior, hay legisladores que, definitivamente, no tienen vocación municipalista. 

Contrario a lo que pudiera pensarse, no vengo a plantear que la garantía de opinión de los Ayuntamientos sea restablecida. Finalmente debe reconocerse que muy contados Ayuntamientos emitían opinión sobre las iniciativas de leyes y decretos en materia municipal. Unos, porque el plazo era muy reducido y, otros, porque simplemente no les interesaba.

Cuando el Congreso del Estado realizó la reforma municipal de 2001, no sólo se buscaba que los Ayuntamientos tuvieran la oportunidad de emitir su opinión sino, sobre todo, que los Ayuntamientos tuvieran conocimiento de aquellas iniciativas de ley o decreto que expedían, abrogaban o modificaban cuerpos normativos o disposiciones legales que, en su caso, les imponían obligaciones o les otorgaban facultades o competencias.

Por lo anterior, vengo a proponer que se adicione un párrafo final al artículo 67, que establece las facultades de éste Congreso, para que se señale que, tratándose de expedición o derogación de leyes o decretos de reformas en materia municipal, el Congreso deberá notificarlas a los Ayuntamientos para su conocimiento. 

Nos hemos quejado, reiteradamente, de que muchos municipios no ponen atención en sus reglamentos; Pero también, muchos municipios se quejan de que el Congreso no les comunica oportunamente las reformas que hace a las leyes estatales. 

Creo que ambas quejas tienen fundamento. Si queremos que los Ayuntamientos tengan una reglamentación adecuada, entonces comuniquémosles oportunamente cualquier modificación legal en materia municipal- 

Por las razones expuestas, someto a la consideración de esta honorable asamblea, a efecto de que se le dé el trámite que corresponda, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO: Se adiciona un párrafo final al artículo 67 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 67. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

I a la LIV. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

De conformidad a lo que disponga su ley orgánica, el Congreso del Estado, tratándose de expedición, abrogación o reformas de leyes o decretos en materia municipal, deberá notificarlo a los Ayuntamientos. 

TRANSITORIOS

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el periódico oficial del Gobierno del Estado; y

Segundo. Se derogan las disposiciones legales que se opongan al presente decreto.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 26 de junio de 2018.

DIPUTADA ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNÁNDEZ
